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por medio de la cual se regulan las sanciones para condenados por corrupción y

delitos contra la Administración pública, así como la cesión unilateral

administrativa del contrato por actos de corrupción y se dictan otras

disposiciones.

 

El Congreso de Colombia

 

DECRETA:

 

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por objeto adoptar medidas para la

sanción efectiva de los delitos cometidos contra la Administración pública, la

administración de justicia y que afecten el patrimonio del Estado, a través de la

eliminación  de  beneficios  penales  y  de  la  modificación  del  régimen  de

inhabilidades para contratar con el Estado cuando se demuestra la comisión de

actos  de  corrupción.  Lo  anterior,  con  el  fin  de  garantizar  el  principio

constitucional de igualdad y transparencia.

 

Artículo 2º. Inhabilidad para contratar. Modifíquese el literal j) del numeral 1

del artículo 8º de la Ley 80 de 1993, el cual quedará así:

 

j) Las personas naturales que hayan sido declaradas responsables judicialmente

por la comisión de delitos contra la Administración pública, o de cualquiera de

los  delitos  o  faltas  contempladas  por  la  Ley  1474  de  2011  y  sus  normas

modificatorias o de cualquiera de las conductas delictivas contempladas por las

convenciones o tratados de lucha contra la corrupción suscritos y ratificados por

Colombia, así como las personas jurídicas que hayan sido declaradas responsables
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administrativamente por la conducta de soborno transnacional.

 

Esta inhabilidad procederá preventivamente aún en los casos en los que esté

pendiente la decisión sobre la impugnación de la sentencia condenatoria.

 

Asimismo, la inhabilidad se extenderá a las sociedades de las que hagan parte

dichas personas en calidad de administradores, representantes legales, miembros

de junta directiva o de socios controlantes, a sus matrices y a sus subordinadas,

a  los  grupos  empresariales  a  los  que  estas  pertenezcan  cuando  la  conducta

delictiva haya sido parte de una política del grupo y a las sucursales de

sociedades extranjeras, con excepción de las sociedades anónimas abiertas.

 

También se considerarán inhabilitadas para contratar, las personas jurídicas

sobre las cuales se haya ordenado la suspensión de la personería jurídica en los

términos de ley, o cuyos representantes legales, administradores de hecho o de

derecho, miembros de junta directiva o sus socios controlantes, sus matrices,

subordinadas  y/o  las  sucursales  de  sociedades  extranjeras,  hayan  sido

beneficiados con la aplicación de un principio de oportunidad por cualquier

delito contra la Administración pública o el patrimonio del Estado.

 

La inhabilidad prevista en este literal se extenderá de forma permanente a las

sociedades de las que hagan parte dichas personas en las calidades presentadas en

los incisos anteriores, y se aplicará de igual forma a las personas naturales que

hayan sido declaradas responsables judicialmente por la comisión de delitos

mencionados en este literal.

 

Artículo 3°. Adiciónese un parágrafo 3º al artículo 8º de la Ley 80 de 1993, que

trata sobre las inhabilidades e incompatibilidades para contratar con el Estado,

el cual quedará así:

 

(…)

 

Parágrafo  3º.  Las  inhabilidades  e  incompatibilidades  contempladas  en  este

artículo se aplicarán a cualquier proceso de contratación privada en el que se

comprometan recursos públicos.

 

Artículo 4º. Modifíquese el artículo 38G de la Ley 599 de 2000, el cual quedará



así:

 

Artículo 38G. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el

lugar de residencia o morada del condenado cuando haya cumplido la mitad de la

condena y concurran los presupuestos contemplados en los numerales 3 y 4 del

artículo 38B del presente código, excepto en los casos en que el condenado

pertenezca al grupo familiar de la víctima o en aquellos eventos en que fue

sentenciado por alguno de los siguientes delitos del presente código: genocidio;

contra  el  derecho  internacional  humanitario;  desaparición  forzada;  secuestro

extorsivo; tortura; desplazamiento forzado; tráfico de menores; uso de menores de

edad para la comisión de delitos; tráfico de migrantes; trata de personas;

delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales; extorsión; concierto

para delinquir agravado; lavado de activos; terrorismo; usurpación y abuso de

funciones  públicas  con  fines  terroristas;  financiación  del  terrorismo  y  de

actividades  de  delincuencia  organizada;  administración  de  recursos  con

actividades terroristas y de delincuencia organizada; financiación del terrorismo

y  administración  de  recursos  relacionados  con  actividades  terroristas;

fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso restringido, uso

privativo  de  las  fuerzas  armadas  o  explosivos;  delitos  relacionados  con  el

tráfico de estupefacientes, salvo los contemplados en el artículo 375 y el inciso

2º del artículo 376; peculado por apropiación; concusión; cohecho propio; cohecho

impropio; cohecho por dar u ofrecer; interés indebido en la celebración de

contratos;  contrato  sin  cumplimientos  de  requisitos  legales;  acuerdos

restrictivos de la competencia; tráfico de influencias de servidor público;

enriquecimiento  ilícito;  prevaricato  por  acción;  falso  testimonio;  soborno;

soborno en la actuación penal; amenazas a testigo; ocultamiento, alteración o

destrucción  de  elemento  material  probatorio;  en  los  delitos  que  afecten  el

patrimonio del Estado.

 

Parágrafo. Los particulares que hubieran participado en los delitos de peculado

por apropiación, concusión, cohecho propio, cohecho impropio, cohecho por dar u

ofrecer,  interés  indebido  en  la  celebración  de  contrato,  contrato  sin

cumplimiento de requisitos legales, acuerdos restrictivos de la competencia,

tráfico de influencias de servidor público, enriquecimiento ilícito, prevaricato

por acción, falso testimonio, soborno, soborno en la actuación penal, amenaza a

testigos, ocultamiento, alteración, destrucción material probatorio, no tendrán



el beneficio de que trata este artículo.

 

Artículo 5º. Detención y reclusión efectiva. Adiciónese un parágrafo al artículo

29 de la Ley 65 de 1993, el cual quedará así:

 

Artículo 29. Reclusión en casos especiales. Cuando el hecho punible haya sido

cometido  por  personal  del  Instituto  Nacional  Penitenciario  y  Carcelario,

funcionarios y empleados de la Justicia Penal, Cuerpo de Policía Judicial y del

Ministerio Público, servidores públicos de elección popular, por funcionarios que

gocen  de  fuero  legal  o  constitucional,  ancianos  o  indígenas,  la  detención

preventiva se llevará a cabo en establecimientos especiales o en instalaciones

proporcionadas por el Estado. Esta situación se extiende a los exservidores

públicos respectivos.

 

La autoridad judicial competente o el Director General del Instituto Nacional

Penitenciario y Carcelario, según el caso, podrá disponer la reclusión en lugares

especiales, tanto para la detención preventiva como para la condena, en atención

a  la  gravedad  de  la  imputación,  condiciones  de  seguridad,  personalidad  del

individuo, sus antecedentes y conducta.

 

También procederá la reclusión en establecimiento o pabellón especial cuando se

haya  ordenado  el  arresto  de  fin  de  semana,  el  arresto  ininterrumpido,  el

cumplimiento de fallos de tutela que impliquen privación de la libertad superior

a diez (10) días y las privaciones de la libertad a las que se refiere el inciso

cuarto del artículo 28 de la Constitución Política.

 

Parágrafo 1º. Las entidades públicas o privadas interesadas podrán contribuir a

la construcción de los centros especiales. En el sostenimiento de dichos centros,

podrán participar entidades públicas y privadas sin ánimo de lucro.

 

Parágrafo 2º. Lo dispuesto en el inciso 2º, en ningún caso aplicará a los

servidores o ex servidores públicos condenados por cometer delitos de peculado

por apropiación, concusión, cohecho propio, cohecho impropio, cohecho por dar u

ofrecer,  interés  indebido  en  la  celebración  de  contratos,  contrato  sin

cumplimientos de requisitos legales, acuerdos restrictivos de la competencia,

tráfico de influencias de servidor público, enriquecimiento ilícito, prevaricato



por acción, falso testimonio, soborno, soborno en la actuación penal, amenazas a

testigo, ocultamiento, alteración o destrucción de elemento material probatorio,

o delitos que atenten el patrimonio del Estado, quienes deberán ser recluidos en

pabellones  especiales  para  servidores  públicos  dentro  del  respectivo

establecimiento  penitenciario  o  carcelario.

 

Artículo 6°. Inhabilidad sobreviniente. Modifíquese el artículo 9º de la Ley 80

de 1993, el cual quedará así:

 

Artículo 9º. De las inhabilidades e incompatibilidades sobrevinientes. Si llegare

a sobrevenir inhabilidad o incompatibilidad en el contratista, este cederá el

contrato previa autorización escrita de la entidad contratante o, si ello no

fuere posible, renunciará a su ejecución.

 

Cuando la inhabilidad o incompatibilidad sobrevenga en un proponente dentro de un

proceso de selección, se entenderá que renuncia a la participación en el proceso

de selección y a los derechos surgidos del mismo.

 

Si la inhabilidad o incompatibilidad sobreviene en uno de los miembros de un

consorcio o unión temporal, este cederá su participación a un tercero previa

autorización escrita de la entidad contratante. En ningún caso podrá haber cesión

del contrato entre quienes integran el consorcio o unión temporal.

 

Parágrafo  1º.  Cuando  la  inhabilidad  sobreviniente  sea  la  contemplada  en  el

literal j) del numeral 1 del artículo 8º de la Ley 80 de 1993, o cuando

administrativamente se haya sancionado por actos de corrupción al contratista, no

procederá la renuncia del contrato a la que se refiere este artículo. La entidad

estatal ordenará mediante acto administrativo motivado la cesión unilateral, sin

lugar a indemnización alguna al contratista inhábil.

 

Para el caso de cesión, será la entidad contratante la encargada de determinar el

cesionario del contrato.

 

Parágrafo 2º. El Gobierno nacional reglamentará el procedimiento de la cesión del

contrato de que trata este artículo, en término no mayor a seis (6) meses.

 

Artículo 7º. Adiciónese el artículo 17B a la Ley 80 de 1993, el cual será del



siguiente tenor:

 

Artículo 17B. Efectos de la sentencia judicial por actos de corrupción. Una vez

en firme y ejecutoriada la sentencia judicial que determina la comisión de

delitos  contra  la  Administración  pública  o  de  cualquiera  de  los  delitos

contemplados en el literal j) del artículo 8º de la Ley 80 de 1993, se hará

exigible por parte de la Administración la cláusula penal pecuniaria.

 

Artículo 8º. Adiciónese un nuevo artículo 9A a la Ley 80 de 1993, el cual será

del siguiente tenor:

 

Artículo 9A. Efectos de la declaratoria de cesión unilateral del contrato. En

firme el acto administrativo que ordena la cesión unilateral del contrato por

actos de corrupción. La entidad que la haya declarado deberá compulsar copias a

las autoridades fiscales, disciplinarias y penales para las investigaciones de su

competencia.

 

Artículo 9º. Los condenados por corrupción de acuerdo con lo estipulado en la

presente Ley no podrán ejercer la cátedra en colegios ni en instituciones de

educación superior oficiales.

 

Artículo  10.  Vigencia.  La  presente  ley  rige  hacia  futuro  a  partir  de  su

promulgación, respetando el principio de irretroactividad de la ley penal y

deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

 

El Presidente del Honorable Senado de la República,

 

Lidio Arturo García Turbay

 

El Secretario General del Honorable Senado de la República,

 



Gregorio Eljach Pacheco

 

El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes,

 

Carlos Alberto Cuenca Chaux

 

El Secretario General de la Honorable Cámara de Representantes,

 

Jorge Humberto Mantilla Serrano

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 

Publíquese y cúmplase.

 

Dada en Bogotá, D. C., a 30 de diciembre de 2019.

 

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

 

El Viceministro de Relaciones Políticas del Ministerio del Interior, Encargado de

las Funciones del Despacho de la Ministra del Interior,

 

Daniel Andrés Palacios Martínez

 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

 



Alberto Carrasquilla Barrera

 

La Ministra de Justicia y del Derecho,

 

Margarita Leonor Cabello Blanco

 

El Director del Departamento Nacional de Planeación,

 

Luis Alberto Rodríguez Ospino.
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Diario Oficial 51.142, noviembre 19 de 2019
 

por la cual se modifica parcialmente la Ley 5ª de 1992 y se dictan otras
disposiciones.

 
 
 
 

 El Congreso de la República
 

DECRETA:
 

Artículo 1°. El artículo 286 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:
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Artículo 286. Régimen de conflicto de interés de los congresistas. Todos los
congresistas deberán declarar los conflictos de intereses que pudieran surgir en
ejercicio de sus funciones.
 
Se entiende como conflicto de interés una situación donde la discusión o votación
de un proyecto de ley o acto legislativo o artículo, pueda resultar en un
beneficio particular, actual y directo a favor del congresista.
 
a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea
indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de las
que  no  gozan  el  resto  de  los  ciudadanos.  Modifique  normas  que  afecten
investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se
encuentre formalmente vinculado.
 
b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las circunstancias
presentes y existentes al momento en el que el congresista participa de la
decisión.
 
c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del
congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro
del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.
 
Para todos los efectos se entiende que no hay conflicto de interés en las
siguientes circunstancias:
 
a) Cuando el congresista participe, discuta, vote un proyecto de ley o de acto
legislativo que otorgue beneficios o cargos de carácter general, es decir cuando
el interés del congresista coincide o se fusione con los intereses de los
electores.
 
b) Cuando el beneficio podría o no configurarse para el congresista en el futuro.
 
c) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley
o acto legislativo de carácter particular, que establezcan sanciones o disminuyan
beneficios, en el cual, el congresista tiene un interés particular, actual y
directo. El voto negativo no constituirá conflicto de interés cuando mantiene la
normatividad vigente.
 
d) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley
o acto legislativo de carácter particular, que regula un sector económico en el
cual el congresista tiene un interés particular, actual y directo, siempre y
cuando no genere beneficio particular, directo y actual.
 
e) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley
o acto legislativo que tratan sobre los sectores económicos de quienes fueron
financiadores de su campaña siempre y cuando no genere beneficio particular,
directo y actual para el congresista. El congresista deberá hacer saber por
escrito que el artículo o proyecto beneficia a financiadores de su campaña. Dicha
manifestación no requerirá discusión ni votación.
 
f) Cuando el congresista participa en la elección de otros servidores públicos
mediante  el  voto  secreto.  Se  exceptúan  los  casos  en  que  se  presenten
inhabilidades  referidas  al  parentesco  con  los  candidatos.



 
Parágrafo 1°. Entiéndase por conflicto de interés moral aquel que presentan los
congresistas cuando por razones de conciencia se quieran apartar de la discusión
y votación del proyecto.
 
Parágrafo 2°. Cuando se trate de funciones judiciales, disciplinarias o fiscales
de los congresistas, sobre conflicto de interés se aplicará la norma especial que
rige ese tipo de investigación.
 
Parágrafo 3°. Igualmente se aplicará el régimen de conflicto de intereses para
todos y cada uno de los actores que presenten, discutan o participen de cualquier
iniciativa legislativa, conforme al artículo 140 de la Ley 5a de 1992.
 
Artículo 2°. Adiciónese el siguiente inciso al artículo 287 de la Ley 5ª de 1992,
el cual quedará así:
 
Artículo 287. Registro de intereses. En la Secretaría General de cada una de las
Cámaras se llevará un libro de registro de declaración de intereses privados que
tiene  por  objeto  que  cada  uno  de  los  congresistas  enuncie  y  consigne  la
información que sea susceptible de generar un conflicto de interés en los asuntos
sometidos a su consideración, en los términos del artículo 182 de la Constitución
Nacional. El registro será digitalizado y de fácil consulta y acceso.
 
En este registro se debe incluir la siguiente información:
 
a) Actividades económicas; incluyendo su participación, en cualquier tipo de
sociedad, fundación, asociación u organización, con ánimo o sin ánimo de lucro,
nacional o extranjera.
 
b) Cualquier afiliación remunerada o no remunerada a cargos directivos en el año
inmediatamente anterior a su elección.
 
c)  Pertenencia  y  participación  en  juntas  o  consejos  directivos  en  el  año
inmediatamente anterior a su elección.
 
d) Una declaración sumaria de la información que sea susceptible de generar
conflicto de intereses respecto de su cónyuge o compañero permanente y parientes
hasta el segundo grado de consanguinidad, primero, de afinidad y primero civil,
sin que sea obligatorio especificar a qué pariente corresponde cada interés.
 
e) Copia del informe de ingresos y gastos consignado en el aplicativo “cuentas
claras” de la campaña a la que fue elegido.
 
Parágrafo 1°. Si al momento de esta declaración del registro de interés el
congresista  no  puede  acceder  a  la  información  detallada  de  alguno  de  sus
parientes deberá declararlo bajo la gravedad de juramento.
 
Parágrafo 2°. El cambio que se produzca en la situación de intereses privados de
los sujetos obligados deberá actualizarse; y si no se hubiera actualizado tendrá
que expresar cualquier conflicto de interés sobreviniente.
 
Artículo 3°. El artículo 291 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:
 
Artículo 291. Declaración de impedimentos. El autor del proyecto y el ponente



presentarán en el cuerpo de la exposición de motivos un acápite que describa las
circunstancias o eventos que podrían generar un conflicto de interés para la
discusión y votación del proyecto, de acuerdo al artículo 286. Estos serán
criterios guías para que los otros congresistas tomen una decisión en torno a si
se encuentran en una causal de impedimento, no obstante, otras causales que el
Congresista pueda encontrar.
 
Antes o durante la sesión en la que discuta el proyecto de ley, o de acto
legislativo el congresista manifestará por escrito el conflicto de interés.
 
Una  vez  recibida  dicha  comunicación,  el  Presidente  someterá  de  inmediato  a
consideración de la plenaria o de la Comisión correspondiente el impedimento
presentado, para que sea resuelto por mayoría simple.
 
Los Congresistas que formulen solicitud de declaratoria de impedimento no podrán
participar en la votación en la que se resuelva su propio impedimento. Si el
impedimento  resulta  aprobado,  tampoco  podrá  participar  en  la  votación  de
impedimentos  presentados  por  los  otros  congresistas.
 
Cuando se trate de actuaciones en Congreso Pleno o Comisiones Conjuntas, el
impedimento será resuelto previa votación por separado en cada cámara o Comisión.
 
Las objeciones de conciencia serán aprobadas automáticamente. Los impedimentos
serán votados. Para agilizar la votación el presidente de la comisión o la
plenaria podrá agrupar los impedimentos según las causales y las circunstancias
de  configuración,  y  proceder  a  decidirlos  en  grupo  respetando  la  mayoría
requerida para la decisión de los impedimentos.
 
El Congresista al que se le haya aceptado el impedimento se retirará del debate
legislativo o de los artículos frente a los que estuviera impedido hasta tanto
persista el impedimento. Si el impedimento es negado, el congresista deberá
participar y votar, y por este hecho no podrá ser sujeto de investigación o
sanción por parte de los órganos judiciales o disciplinarios del Estado.
 
Cuando el congresista asignado como ponente considera que se encuentra impedido,
podrá renunciar a la respectiva ponencia antes del vencimiento del término para
rendirla.
 
Artículo 4°. Modifíquese el artículo 1° de la Ley 1881 de 2018, que quedará así:
 
Artículo 1°. El proceso sancionatorio de pérdida de investidura es un juicio de
responsabilidad subjetiva. La acción se ejercerá en contra de los congresistas
que, con su conducta dolosa o gravemente culposa, hubieren incurrido en una de
las causales de pérdida de investidura establecidas en la Constitución.
 
Se observará el principio del debido proceso conforme al artículo 29 de la
Constitución Política.
 
Parágrafo. Se garantizará el non bis in idem. Cuando una misma conducta haya dado
lugar a una acción electoral y a una pérdida de investidura de forma simultánea,
el primer fallo hará tránsito a cosa juzgada sobre el otro proceso en todos los
aspectos juzgados, excepto en relación con la culpabilidad del Congresista, cuyo
juicio es exclusivo del proceso de pérdida de investidura.
 



En todo caso, la declaratoria de pérdida de investidura hará tránsito a cosa
juzgada respecto del proceso de nulidad electoral en cuanto a la configuración
objetiva de la causal.
 
Artículo 5° (Nuevo). El artículo 294 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:
 
Artículo 294. Recusación. Quien tenga conocimiento de una causal de impedimento
de algún Congresista, que no se haya comunicado oportunamente a las Cámaras
Legislativas, podrá recusarlo ante ellas, procediendo únicamente si se configura
los eventos establecidos en el artículo 286 de la presente ley. En este evento se
dará traslado inmediato del informe a la Comisión de Ética y Estatuto del
Congresista de la respectiva Corporación, la cual dispondrá de tres (3) días
hábiles para dar a conocer su conclusión, mediante resolución motivada.
 
La decisión será de obligatorio cumplimiento.
 
Artículo 6°. Vigencia. Esta ley rige a partir de la fecha de su publicación y
deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en especial el artículo 62
de la Ley 1828 de 2017 y el artículo 18 de la Ley 1881 de 2018. En materia de
investigación disciplinaria, penal, fiscal y administrativa de los congresistas
solo se aplicarán estas normas en lo relativo a conflicto de interés.
 
El Presidente del honorable Senado de la República,
 

Lidio Arturo García Turbay.
 

EL Secretario General del honorable Senado de la República,
 

Gregorio Eljach Pacheco.
 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
 

Carlos Alberto Cuenca Chaux.
 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
 

Jorge Humberto Mantilla Serrano.
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA GOBIERNO NACIONAL
 

Publíquese y cúmplase.
 
Dada en Bogotá, D. C., a 19 de noviembre de 2019.
 

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
 

La Ministra del Interior,
 

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.
 

La Ministra de Justicia y del Derecho,
 

Margarita Leonor Cabello Blanco.
 



El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,
 

Fernando Antonio Grillo Rubiano.
 

LEY 2007 DE 2019
LEY 2007 DE 2019

LEY 2007 DE 2019
Diario Oficial 51.172, diciembre 19 de 2019

 

por medio de la cual la nación conmemora la vida y Obra del
Ilustre Juan Mario Laserna Jaramillo

 

 El Congreso de Colombia
 

DECRETA:
 

Artículo 1°. La República de Colombia conmemora la vida y obra
del ilustre economista y político Juan Mario Laserna Jaramillo
por su valioso y significativo aporte al desarrollo social,
político  y  económico  de  la  Nación,  especialmente  al
departamento  del  Tolima.
 
Artículo 2°. Ríndase honores públicos al economista y político
Juan Mario Laserna Jaramillo, en una ceremonia especial que se
realizará  en  el  municipio  de  Ibagué  del  departamento  del
Tolima, y cuya fecha y hora serán programados por las Mesas
Directivas del Congreso de la República, con la presencia del
señor Presidente de la República y el Ministro de Cultura.
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Artículo 3°. La copia de la presente ley será entregada al
municipio  de  Ibagué,  Tolima  en  letra  de  estilo,  en  acto
especial  y  protocolario,  cuya  fecha,  lugar  y  hora  serán
programados  por  las  mesas  directivas  del  Congreso  de  la
República.
 
Artículo 4°. Autorízase al Gobierno nacional, a través del
Ministerio  de  Cultura,  para  que  incluya  las  partidas
necesarias para dotar de los equipos e instrumentos necesarios
para el funcionamiento misional de cada una de las salas del
Panóptico de la ciudad de Ibagué del departamento del Tolima y
la construcción de una placa conmemorativa que llevará el
nombre de Juan Mario Laserna Jaramillo.
 
Artículo 5°. Autorícese al Gobierno nacional para realizar las
apropiaciones presupuestales para la ejecución plena de lo
dispuesto en la presente ley.
 
Artículo 6°. La presente ley rige a partir de la fecha de su
promulgación, y deroga todas las que le sean contrarias.
 

El Presidente del honorable Senado de la República,
 

Lidio Arturo García Turbay.
 

El Secretario General del honorable Senado de la República,
 

Gregorio Eljach Pacheco.
 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
 

Carlos Alberto Cuenca Chaux.
 

El Secretario General de la honorable Cámara de
Representantes,

 
Jorge Humberto Mantilla Serrano

 

 
 



 REPÚBLICA DE COLOMBIA- GOBIERNO NACIONAL
 

Publíquese y cúmplase.
 

Dada en Bogotá, D. C., a 19 de diciembre de 2019.
 

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
 

La Ministra del Interior,
 

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.
 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
 

Alberto Carrasquilla Barrera.
 

La Ministra de Justicia y del Derecho,
 
Margarita Leonor Cabello Blanco.

 
La Ministra de Cultura,

 
Carmen Inés Vásquez Camacho
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por medio de la cual se incluyen sin costo adicional un
paquete de productos y/o servicios financieros por el pago de

la cuota de manejo de las tarjetas débito y crédito.

 

El Congreso de Colombia
 

DECRETA:
 

Artículo 1°. Las entidades autorizadas para captar recursos
del público que cobren cuotas de manejo por las cuentas de
ahorros, las tarjetas débito y las tarjetas crédito, deberán
garantizar mensualmente a sus usuarios el acceso a un paquete
mínimo de productos y/o servicios sin costo adicional.
 
Parágrafo 1°. En el caso de las cuentas de ahorro, el paquete
mínimo sin costo adicional al que hace referencia el presente
artículo estará compuesto por el acceso a por lo menos tres de
los siguientes productos y/o servicios:
 
a) Talonario o libreta para cuentas de ahorro.
 
b) Consignación nacional.
 
c) Retiro por ventanilla en una oficina diferente a la de
radicación de la cuenta con talonario o libreta.
 
d) Copia de extracto en papel.
 
e) Certificación bancaria.
 
f) Expedición cheque de gerencia.
 
Parágrafo 2°. En el caso de las tarjetas débito, el paquete
mínimo sin costo adicional al que hace referencia el presente



artículo, estará compuesto por el acceso a por lo menos tres
de los siguientes productos y/o servicios:
 
a) Retiros red propia.
 
b) En consultas en red propia.
 
c) Certificación bancaria.
 
d) Consignación nacional a través de oficinas o de cajeros
automáticos de la red propia.
 
e) Copia de extracto en papel y por internet.
 
Parágrafo 3o. En el caso de las tarjetas crédito, el paquete
mínimo sin costo adicional al que hace referencia el presente
artículo, estará compuesto por el acceso a por lo menos tres
de los siguientes productos y/o servicios:
 
a) Avance en cajero de la misma entidad.

 

b) Avance en oficina.

 

c) Consulta de saldo en cajero de la misma entidad.

 

d) Reposición por deterioro.

 

Artículo 2°. Las entidades autorizadas para captar recursos
del público deberán informar a sus usuarios de manera clara y
oportuna a través de todos sus canales de comunicación la
composición del paquete mínimo de productos y/o servicios al



que tendrán acceso sin costo adicional en el respectivo mes.

 

Artículo 3°. En ningún caso los establecimientos de crédito
podrán realizar cobros por las operaciones fallidas en cajeros
electrónicos.

 

Artículo 4°. En ningún caso las entidades financieras podrán
realizar cobros por las operaciones de consulta de saldo o
descarga de extractos realizadas en plataformas electrónicas.

 

Artículo 5°. La presente ley rige a partir de su promulgación
y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

 

El Presidente del Honorable Senado de la República,

 

Lidio Arturo García Turbay.

 

El Secretario General del Honorable Senado de la República,

 

Gregorio Eljach Pacheco.

 

El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes,

 

Carlos Alberto Cuenca Chaux.



 

El Secretario General de la Honorable Cámara de
Representantes,

 

Jorge Humberto Mantilla Serrano.

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 

Publíquese y cúmplase.

 

Dada en Bogotá, D. C., a 27 de diciembre de 2019.

 

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

 

Alberto Carrasquilla Barrera.

 

El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,

 

José Manuel Restrepo Abondano.

 

 



 


